Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 37 minutos) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


“1) Noveno aumento general de recursos del Banco Interamericano de Desarrollo. Se autoriza al 
Gobierno a suscribir el aumento general del capital del Banco Interamericano de Desarrollo y a efectuar 
aportes adicionales al Fondo para Operaciones Especiales. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Carpeta N* 559/2011. Distribuidos Nros. 766 y 767/2011. 


2) Solicitud de audiencia del Instituto de Derecho Comercial de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República a efectos de brindar su opinión sobre el proyecto de ley de Participación 
Público - Privada”. 


-La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas, 
economista Fernando Lorenzo, quien ha venido acompañado del Subsecretario Pedro Buonomo, del 
Director General de Secretaría, Pedro Apezteguía, del asesor Alejandro Zavala y del asesor en 
comunicaciones José Ibarbouru. 


Nuestro propósito el día de hoy es iniciar el estudio de la carpeta N* 547, relativa al régimen 
de contratos de participación público-privada para la realización de obras de infraestructura y 
prestación de servicios relacionados. La intención sería, entonces, que los representantes del 
Ministerio hicieran una presentación del proyecto, tal como fue enviado desde la Cámara de 
Representantes, donde se dio una interesante discusión sobre la temática que resultó finalmente en la 
introducción de importantes modificaciones a la iniciativa del Poder Ejecutivo. Según tengo entendido, 
las autoridades del Ministerio consideran que las modificaciones realizadas en aquella Cámara han 
mejorado el proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO.- En el día de hoy tenemos previsto hacer una presentación a modo de marco 
general del proyecto de ley, intentando ser lo más sintéticos posible y poniendo el énfasis en los 
aspectos medulares que han tenido tratamiento parlamentario. 


Coincidimos con las palabras del señor Presidente en el sentido de que el tratamiento que el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo recibió en la Cámara de Representantes le ha aportado solidez y 
consistencia, además de implicar mejoras relevantes en cuanto a su formulación original. En ese 
sentido, nos congratulamos de la forma en que el proyecto ha ido avanzando en el análisis 
parlamentario y desde ya ofrecemos a esta Comisión el mismo involucramiento que ofrecimos a la 
Comisión de la Cámara de Representantes, a efectos de seguir de cerca cualquier aspecto que tenga 
que ver con mejoras o ajustes que haya que realizarle a la iniciativa. De todas formas, dejamos a 
consideración de los señores Senadores el formato que puedan tener nuestro involucramiento y 
nuestro trabajo, por lo que esperamos que nos sugieran cuál sería el curso de acción más efectivo. 


Quisiera hacer unas breves consideraciones con respecto a la estructura y el contenido del 
proyecto, para luego cederle la palabra al señor Subsecretario Pedro Buonomo con el fin de que 
analice aspectos sustantivos de algunos capítulos del proyecto. 


Voy a referirme al proyecto de ley tal como fue aprobado por la Cámara de Representantes y, 
por tanto, ninguno de sus antecedentes, incluido el proyecto original, formará parte de lo que es 
nuestra presentación en la medida en que hacemos nuestro el trabajo realizado. 


La actual estructura consta de 13 capítulos que contienen 62 artículos. Se trata de un proyecto 
de ley voluminoso en cuanto al número de normas que contempla. 


El primer capítulo contiene disposiciones generales y, esencialmente, procura precisar el 
objeto de la ley, que es crear y regular el régimen de contratos de participación público-privada. Lo que 


hacen los artículos contenidos en esta norma es precisar aún más el ámbito de aplicación de estos 
contratos que originalmente se habían pensado para infraestructuras, mientras que ahora se opta por 
una especificación más clara. El proyecto de ley establece la voluntad de avanzar en determinadas 
áreas y deja expresa constancia en el sentido de que existen ciertos ámbitos en los que, a pesar de 
que pueda tratarse de temas de infraestructura y caer en lo que son aspectos generales, se decide 
excluirlos de este proyecto por razones que podemos analizar junto con los señores legisladores. 
Asimismo, en este capítulo figura una parte muy importante que apunta a explicitar los principios y 
orientaciones generales que sirvieron de marco para la elaboración de este proyecto de ley, que es 
algo a lo que más adelante el señor Subsecretario Buonomo se puede referir con mayor detalle. 


El segundo capítulo tiene que ver con el marco institucional, que es un aspecto muy 
importante para la ejecución de este tipo de proyectos, en la medida en que un correcto diseño 
institucional y una buena atribución de responsabilidades, a nuestro entender tienen dos efectos: por 
un lado, brindar transparencia y garantía a todas las partes involucradas y, por otro, el instrumento 
debe ser lo suficientemente ágil y claro como para que su ejecución no termine traicionando lo que es 
el espíritu general y la motivación por el cual fue creado, que fue el de su utilización en materia de 
infraestructuras en el país. 


El tercer capítulo contiene una especificación bien clara y analítica de todos los pasos del 
procedimiento de contratación. Creemos que el proceso es claro en cuanto a delimitar las instancias, 
los órganos, las responsabilidades y los plazos previstos. 


El cuarto capítulo refiere a las garantías en los contratos. A través de este conjunto de 
elementos se quiere atacar uno de los problemas fundamentales que tienen este tipo de contratos y la 
utilización de esta clase de herramientas, para que exista una mitigación de sus riesgos. Quienes 
trabajaron en el proyecto de ley prestaron especial atención a la inclusión de elementos que 
aseguraran que los contratos que se van a llevar adelante permiten un adecuado manejo de los 
riesgos. En este sentido, las garantías son una parte muy importante del contexto en que esos riesgos 
van a ser valorados por parte de la Administración y de los particulares. 


El quinto capítulo tiene que ver con los medios de impugnación del contrato. Apréciese que la 
norma que estamos proponiendo es autocontenida y, en tanto es así, no se remite a ningún otro marco 
jurídico para reglamentar aspectos que probablemente sean similares o tengan características o rasgos 
comunes con otras formas de garantía o impugnación establecidas en otras normativas. La intención 
de la iniciativa es incluir una nueva modalidad contractual que se regula integramente en su norma y 
en su reglamentación. 


En la misma línea de lo expresado anteriormente, el sexto capítulo habla de las aptitudes e 
incompatibilidades para contratar, por parte tanto de los particulares como de la Administración. 


El séptimo capítulo es uno de los puntos importantes del proyecto porque establece un nuevo 
marco para los denominados proyectos de iniciativa privada. El país tiene un marco jurídico cuyo 
diseño no tratamos de objetar en este caso, pero debemos tener en cuenta que en la realidad los 
proyectos de iniciativa privada han sido muy poco utilizados. Es decir, hubo muchas iniciativas privadas 
pero escasa posibilidad de hacerlas progresar en la Administración, aun habiendo voluntad y 
disposición en múltiples momentos para ello. Por lo tanto, los cambios que se introdujeron aquí se 
hicieron a la luz de esa experiencia y tratando de dotar a la normativa de elementos que permitieran un 
mejor aprovechamiento de un instrumento en el que podemos decir que están radicadas algunas de las 
posibilidades para desarrollar proyectos de interés para la Administración. Como un elemento de 
diagnóstico parcial -no total- podemos decir que las instituciones a veces tienen insuficiencias técnicas 
o de capacidades para aprobar y llevar adelante estos proyectos, desde las instancias de evaluación 
hasta las de preparación de pliegos y ejecución de los llamados. En este sentido, la normativa que 
estamos proponiendo pretende subsanar, corregir y modificar algunos aspectos de la normativa actual. 


Los capítulos VIIl y IX refieren al control de cumplimiento del contrato y al régimen 
sancionatorio, respectivamente. 


El capítulo X es muy importante en este tipo de proyectos de ley porque, básicamente, tiene 
que ver con problemas que están siempre en el corazón de estas discusiones. Concretamente, me 
refiero a la renegociación, modificación y cesión de los contratos. En la medida en que los contratos 
nunca son lo suficientemente abarcativos como para prever todas y cada una de las contingencias que 
pueden ocurrir en la ejecución de los proyectos, es fundamental contar con un marco que, al menos, 


permita actuar frente a esas realidades, tratando de generar la menor cantidad de inequidades 
posibles, tanto para la Administración como para los particulares. 


El capítulo Xl se refiere a la extinción del contrato y solución de controversias entre los 
particulares y contiene aspectos que también se relacionan con una parte del proceso de negociación, 
que desemboca en estos acontecimientos. 


El capítulo XIl, que es enteramente nuevo porque no había sido contemplado en el proyecto 
de ley original, contiene elementos muy importantes referidos a las garantías en beneficio de los 
acreedores y subasta extrajudicial del contrato. Esta inclusión en la normativa fue sugerida por las 
administradoras de fondos de ahorro previsional como forma de permitirles un involucramiento más 
eficaz, directo y amplio del que tendrían en ausencia de este tipo de garantías. Esto es lo que ha 
recogido el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Finalmente, el capítulo XIII, de “Disposiciones Varias”, contiene algunos aspectos que 
consideramos muy importantes, particularmente los que tienen que ver con la forma de exposición 
contable. Tenemos que ser muy claros en el análisis del enfoque con que el Poder Ejecutivo trabajó 
este tema y con el de los ajustes que le introdujo el Parlamento. Creemos que la mejor interpretación 
que se puede hacer de la naturaleza financiera de estos contratos es que el Estado estaría asumiendo 
deudas, y a esto se le debería dar el mismo tratamiento que surge de la autorización parlamentaria 
para endeudarse y los límites para las acciones de gestión financiera de los proyectos. Al mismo 
tiempo, y por la propia estructura de distribución de riesgos, este proyecto de ley permitiría llevar 
adelante modos de registración contable diferentes a los de la contabilidad pública en general. Este 
punto tiene que ver con la valoración de esta herramienta frente a otros instrumentos con las mismas 
características; esto es, que se pueden soportar sobrefinanciamientos que implican compromisos o 
deudas hacia el futuro, pero que tienen formas de registración contable diferentes. Por lo tanto, 
consideramos medulares y sensibles estos aspectos referidos a los modos de registración y a la 
transparencia que debería existir en la preparación de los requisitos que permiten su aseguramiento. 


Con esta argumentación que estamos dando, y teniendo en cuenta la concepción de la 
naturaleza de las obligaciones que la Administración asume al suscribir este tipo de contratos, va de 
suyo que se requiere el establecimiento de topes por parte del Parlamento. Aquí de lo que se trata es 
de fijar límites en el volumen del endeudamiento y en la cantidad de flujo financiero del sector público 
que puede involucrarse en este tipo de proyectos. 


Si el señor Presidente lo permite, me gustaría que el economista Buonomo profundizara el 
análisis de algunos aspectos. Pienso que podría resultar un poco tedioso repasar artículo por artículo 
en esta instancia. En realidad, lo que más interesa es concentrarnos en cada uno de estos capítulos, 
en los contenidos más destacables o que merecen comentarios debido a los ajustes que ha realizado 
la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cedemos entonces el uso de la palabra al economista Buonomo. 
SEÑOR BUONOMO.- Gracias, señor Presidente. 


Como decía el Ministro Lorenzo, este es un proyecto de ley extenso, que concretamente 
consta de 63 artículos. Consideramos que ir artículo por artículo en esta primera presentación no sería 
el procedimiento más adecuado. Utilizando la experiencia adquirida en el trabajo que realizamos en la 
Cámara de Representantes, a efectos de realizar una primera aproximación al contenido de este 
proyecto, voy a tratar de identificar algunos puntos clave que fueron los que generaron mayor 
intercambio. Sin perjuicio de ello, los señores Senadores podrán plantear las inquietudes que 
consideren pertinentes. 


Como decía el señor Ministro, en la Cámara de Representantes tuvimos una metodología de 
trabajo con una relación muy estrecha; nos reunimos muchas veces y analizamos los artículos e 
intercambiamos información. A nuestro entender, eso ha permitido mejorar sustancialmente el proyecto 
de ley y, particularmente, aclarar algunos aspectos en los que el espíritu del proyecto no se 
correspondía exactamente con la redacción final. En ese sentido, pensamos que se ha mejorado 
sustancialmente. Voy a ir recorriendo, entonces, el proyecto de ley en algunos aspectos concretos, 
dejando abierta la posibilidad para que se pueda hacer intervenciones o preguntas sobre aspectos que 
consideren importantes. 


Decía el Ministro Lorenzo que este es un proyecto autocontenido que establece un marco 
normativo para contratos entre el sector público y el privado para la realización de proyectos de 
infraestructura. Es autocontenido porque no deroga ninguna de las normas vigentes y porque pretende 
establecer un régimen por el que se regule todo el proceso cuando se conjugan intereses entre el 
sector público y el privado, mediante un contrato específico para la realización concreta de obras de 
infraestructura. 


El hecho de que nos refiramos específicamente a contratos nos parece un aspecto relevante; acá no 
hablamos de asociaciones, de empresas, ni nada por el estilo, sino que hablamos de un régimen 
contractual entre el sector público y el privado. 


Con relación a las obras de infraestructura, también se hicieron mejoras que entendemos 
importantes en el sentido de que se establece explícita y taxativamente cuáles son las obras de 
infraestructura a que hacemos referencia en el marco de este proyecto de ley. Hablamos de obras de 
transporte en todos sus sectores -vial, ferroviario, portuario y aeroportuario- de infraestructura 
energética, de disposición y tratamiento de residuos, así como de infraestructura social. El artículo 3*, 
concretamente, establece el ámbito de aplicación de la ley y especifica los sectores de actividad -que 
son los antes mencionados- y aclara cuáles son los servicios que no podrán ser incluidos en los 
contratos de participación público-privada. En otras palabras, no se podrá realizar obras de 
infraestructura en aquellos servicios que presta el Estado, por ejemplo, en el servicio educativo cuando 
se trate de centros educativos, en servicios sanitarios, cuanto se trate de centros de salud, y en 
servicios de seguridad, cuando se trata de cárceles. Esa aclaración nos pareció importante para 
establecer que hablamos exclusivamente de las obras de infraestructura y los servicios directamente 
relacionados con ellas. 


También parece importante hacer una referencia al artículo 4%, que establece los principios y 
orientaciones generales que pretenden guiar el marco normativo que estamos presentando. Estos 
principios generales están vinculados con la intención de legislar respecto de este tipo de relaciones. 
La relación entre los sectores público y privado está prevista en diferentes normas del marco normativo 
legal. No obstante, nos parece importante tratar de ajustarlo a las mejores prácticas internacionales por 
cuanto, respecto a las necesidades de inversión en infraestructura y de capital privado para su 
concreción, el país debe adaptarse a las mejores prácticas internacionales. La idea es que el sector 
privado y el público obtengan las mejores garantías y puedan prever y manejar adecuadamente los 
riesgos y los procesos que se requieren cuando se trata de un contrato de largo plazo, como son los de 
infraestructura. 


El artículo 4% explicita los principios que regulan este marco normativo, y me gustaría 
referirme en particular al tema de la distribución de riesgos. El contrato entre el sector público y el 
sector privado implica básicamente identificar cuáles son los riesgos vinculados a ese proyecto y cómo 
se asumen esos riesgos de manera más adecuada, tratando de que cada uno se haga cargo de 
aquellos que está en mejor disposición de manejar. La distribución adecuada de riesgos es una de las 
esencias de las asociaciones público-privadas y de este tipo de contratos, y es la que determina la 
posibilidad de que estos contratos sean realmente eficientes. 


Otro aspecto importante tiene que ver con las modalidades como se transfieren aquellas 
infraestructuras una vez finalizado el contrato que el público y el privado acuerdan llevar adelante. Este 
es otro concepto importante y lo analizamos bastante a nivel de la Cámara de Diputados. Los contratos 
de asociación público-privada no pretenden ni tienen como objetivo desplazar o sustituir la inversión 
pública en materia de infraestructura, sino que la idea es elaborar un marco normativo adicional, a 
efectos de que el país obtenga mayores recursos y mayores posibilidades para financiar sus 
necesidades de inversión. En ese sentido, la transferencia del activo hacia el Estado una vez finalizado 
el contrato es un tema importante que se debe definir, es uno de los principios que rigen que, de alguna 
manera, fundamenta por qué este tipo de proyectos pretenden aumentar el patrimonio estatal y no 
desplazarlo ni sustituirlo. 


También me gustaría señalar otro tema importante, que es el de la institucionalidad. En 
términos de asociaciones público-privadas hay diferentes prácticas y diseños institucionales que tratan 
de determinar la mejor forma de llevarlas adelante. Es necesario, para la estructuración y diseño de 
estos proyectos y contratos, contar con capacidades específicas y especializadas para su formulación. 
En distintos países hay diversos modelos que tienen que ver con lo que se conoce como “Unidades de 
Asociaciones Público-Privadas”, que se establecen en el ámbito de los Ministerios de Hacienda, a nivel 
de Presidencia o a nivel estadual, dependiendo de cada realidad. El diseño que hemos presentado y 


que estamos proponiendo en este proyecto de ley tiene que ver con algunas particularidades que tiene 
el Uruguay, vinculadas a su dimensión, sus posibilidades y lo que entendemos es la forma más 
eficiente de llevar esto adelante. Concretamente, estamos proponiendo la creación de una unidad de 
participación público-privada en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas, que trabaje junto con 
la Unidad que se crea de Planeamiento y Presupuesto en la realización de los estudios previos y los 
análisis que los proyectos deben tener -porque la ley así lo exige- a los efectos de ser aprobados y 
concretados en el marco de esta iniciativa. A su vez, también estamos dándole competencia a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo para la actividad de estructurador de los proyectos. Esto 
funciona institucionalmente más o menos así. La Administración contratante, ya sea el Poder Ejecutivo 
O alguna de las empresas públicas, tal como se definen en el artículo correspondiente, presenta la 
posibilidad de llevar adelante un proyecto de inversión en infraestructura por medio de este mecanismo 
y en ese sentido cuenta con la posibilidad de contratar directamente a la CND para que le estructure el 
proyecto. De manera que pensamos que sería eficiente que la CND desarrollara capacidades técnicas 
adecuadas para asistir a todo el Estado en el diseño de estos proyectos. No parecería adecuado -y en 
general no es así en ninguno de los otros modelos- que cada uno de los Ministerios u órganos 
responsables de llevar adelante la inversión en infraestructura genere capacidades específicas para 
diseñar proyectos con estas características, cuando son especializaciones complejas que se pueden 
realizar de manera centralizada. Por tanto, la CND actuaría como asesora de la Administración 
contratante a efectos del diseño del proyecto. Una vez estructurado el proyecto en el marco de un 
contrato público-privado, tanto en el Ministerio de Economía y Finanzas como en esa Unidad de 
Planeamiento y Presupuesto que se crea a partir de esta ley, y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, actuando en forma conjunta, se realizarán los estudios previos. Estos se hacen de 
acuerdo a metodologías y a estándares diseñados y definidos en un marco conceptual. Básicamente, 
tienen el objetivo de analizar si el mecanismo de asociación público-privado -me refiero a un contrato 
entre el sector público y el privado- en el que se asignan riesgos a ambas partes es la forma más 
eficiente de llevar adelante esa inversión. Repito: los estudios deben demostrar, mediante 
metodologías establecidas, que la mejor forma que tiene el Estado para llevar adelante la inversión es 
la asociación con el sector privado; de lo contrario, deberá seguir los caminos tradicionales y no 
encarar este procedimiento. Este diseño previo garantiza que el procedimiento se utilice 
adecuadamente en aquellos proyectos en que la inversión privada y los riesgos que el privado asume 
generan una mejora sustancial para la realización de ese proyecto de infraestructura. Creo que este es 
un punto importante a resaltar. 


Tal como dijo el señor Ministro, el proyecto de ley establece cómo es el proceso de 
contratación, competencia, adjudicación, seguimiento y resolución de controversias. Cabe recordar que 
este es un proyecto autocontenido; por lo tanto, a pesar de que muchos mecanismos vinculados a la 
contratación y a la relación entre los sectores público y privado estén previstos en otras normas, es 
necesario establecer claramente cuáles son los procedimientos incluidos en la iniciativa, los que 
necesariamente deben ser seguidos. Ello determinará que el proyecto se lleve delante de manera 
adecuada. 


El Ministro también señaló que se hace referencia a los mecanismos de resolución de 
controversias. Los contratos en materia de infraestructura son a largo plazo y es imposible prever las 
contingencias que ocurran en un período de 15 o 20 años. Es fácilmente previsible que ocurran 
situaciones no previstas, sobre las que habrá que discutir, analizar y renegociar. A fin de que los 
riesgos, los sobrecostos y los incentivos sean adecuados se estableció, para la resolución de 
controversias, un tribunal arbitral que recoge las mejoras prácticas en la materia. 


Otro punto interesante es la posibilidad de prenda del activo o del contrato de parte del 
financista. El Ministro hizo referencia a que este aspecto fue incorporado a pedido de las AFAP. Uno de 
los elementos clave, que está en el espíritu del proyecto de ley y del proceso de incorporación del 
capital privado al financiamiento de infraestructura, es la posibilidad de movilizar los recursos de las 
administradoras de los fondos pensión. Al comienzo de esta Legislatura, el Parlamento modificó la Ley 
de las AFAP, que permite o incentiva a aumentar la parte de su portafolio vinculada al financiamiento de 
proyectos de infraestructura. A través de este mecanismo, los proyectos se estructuran de manera tal 
que las AFAP canalicen hacia allí el financiamiento por diversas razones, entre ellas, su eficiencia, el 
plazo de los fondos vinculado al plazo de los proyectos, como así también la cuestión de los riegos. 
Para avanzar en este aspecto la ley incorpora el concepto de la prenda del activo. Es decir, el que 
financie -en este caso serán las AFAP o el inversor- puede prendar a su favor el activo del proyecto 
para que el financiamiento sea más viable. Los especialistas consideraron importante incorporar esto 
expresamente en el proyecto, a pesar de que en la legislación vigente puede interpretarse que la figura 
es viable a través de otra normativa. A nuestro juicio, las AFAP se sienten mejor con esta redacción y, 
por nuestra parte, consideramos que fue un importante aporte, pues permite viabilizar el financiamiento 
eficiente de los proyectos, que es uno de los objetivos que nos planteamos. 


Otro aspecto que incorporamos y consideramos importante es la registración. Al final se 
establece cómo se registrarían estos proyectos si cumplen con los requerimientos y los procesos que 
la misma ley establece. La registración de las erogaciones vinculadas a los proyectos que el Estado 
realiza es diferente a la contabilidad pública tradicional, tal como lo ha manifestado el señor Ministro. 
De todas maneras, se ha establecido mecanismos concretos para hacer un seguimiento de esas 
erogaciones, que estarán transparentadas en las Rendiciones de Cuentas y en los informes sobre la 
deuda, estableciéndose también -este aspecto generó una discusión interesante en la Cámara de 
Diputados- topes o límites según los cuales el Estado podría asumir pasivos reales o contingentes 
mediante este mecanismo de asociación público-privada. 


Creo que todo esto es trascendente a los efectos parlamentarios, porque establece un 
control claro y tiene que ver con los mecanismos con que cuenta el Parlamento para hacer un 
seguimiento de los proyectos que se canalice por esta vía. Existirá un informe regular y una exposición 
explícita de los pasivos reales y contingentes que se asuman mediante este mecanismo. A su vez, se 
fijan dos topes, vinculados al producto del total de pasivos y de los pagos anuales por los que el Estado 
se compromete real o contingentemente en el marco de estos proyectos. 


Queremos reafirmar el concepto de contingencia. En los proyectos público-privados hay una 
asignación de riesgos; el privado necesariamente debe asumir determinados riesgos, dependiendo de 
las características del proyecto. Básicamente y en general, se asumen riesgos de construcción, lo que 
es clásico en el ámbito privado. Se asume ese riesgo si no se cumple con la construcción en tiempo, 
forma, plazo y costo. Pero, a su vez, existen otros riesgos vinculados a la demanda que, dependiendo 
del tipo de proyecto, puede o no asumir el privado; hay un riesgo de disponibilidad que tiene que ver 
con proveer de la infraestructura de acuerdo a los estándares establecidos en el contrato que firma con 
el sector público. Ese riesgo debe necesariamente asumirlo el privado para tener derecho a cobrar lo 
que establece el contrato, e implica que debe entregar o mantener la infraestructura en las condiciones 
y estándares determinados en el contrato. Por esto, una parte importante de los pagos o pasivos que 
el Estado asume por este tipo de proyectos en general es contingente, es decir que están referidos a la 
posibilidad de que el privado cumpla o no con los compromisos establecidos en el contrato. Debido a 
eso, este tipo de deuda no es la tradicional, no es la deuda real que el Estado asume con sus 
obligaciones, sino que tiene otras características. Por eso también se acepta, de acuerdo a las mejores 
prácticas, que sea presentada en forma separada aunque transparentándola claramente, tal como lo 
establece el contrato. 


Me parece que todos estos aspectos son importantes y deben ser remarcados para tener 
una visión general del tema. 


En esta presentación nos hemos salteado los fundamentos conceptuales del proyecto de ley, 
que figuran en la exposición de motivos, porque pensamos que eso ya está discutido y aceptado por 
todos. Lo aclaramos porque quizás deberíamos haber empezado por ahí. 


Quedamos a disposición de los señores Senadores para contestar las consultas que puedan 
surgir. 


SEÑOR ABREU.- Ante todo, agradezco la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas y de 
las demás autoridades que nos visitan hoy para efectuar la presentación de este proyecto de ley. 
Obviamente, se trata de una iniciativa compleja que incluye una serie de instrumentos desde el punto 
de vista legal, financiero y de la propia Administración, lo que requiere de una profundización en el 
tema para que sepamos bien de qué estamos hablando. 


La primera pregunta que quiero formular -y que es muy puntual, dado que después 
desarrollaremos estos temas- es la siguiente: ¿por qué se habla de “contrato”, en sustitución de la 
expresión “asociación público-privada”, que establece la Constitución de la República? ¿Ello se debe a 
razones jurídicas, políticas, o a negociaciones internas? Lo digo sin anestesia porque generalmente 
estas transacciones de carácter político luego tienen su costo en el ámbito jurídico en cuanto a la 
interpretación del tema de los contratos. 


La segunda interrogante refiere a los riesgos. Veo que la primera presentación del Poder 
Ejecutivo ha mejorado mucho en la forma de equilibrar los riesgos. Sin embargo, en el sector privado 
hay preocupación acerca de cómo se evalúa el tema tributario y cambiario respecto de los riesgos que 
se asumen en tiempos tan importantes, sobre todo porque, como bien decía el señor Subsecretario, 
dicho sector solamente va a cobrar en la medida en que la obra se presente y esté terminada. Hay 


riesgos que no inciden en forma directa -ya no digo el hecho del príncipe, que es mucho más discutido 
desde el punto de vista del Derecho Administrativo- pero hay otros que generalmente el sector privado 
quiere establecer para garantizar ciertos aspectos. 


La tercera pregunta que quiero plantear es la siguiente: ¿cuánto se estima que necesitan el 
sector público y el Gobierno en materia de infraestructura total? A su vez, ¿cuáles son los porcentajes 
de que ambos disponen para la infraestructura y cuánto entienden que necesitan de este sistema por 
parte del sector privado? ¿Cuál es el porcentaje que necesita el Gobierno para cumplir los objetivos 
que se están planteando y cuál el que se requeriría del sector privado en el sistema de contrato? ¿Cuál 
sería el aporte que el sector público haría desde el punto de vista presupuestal? 


La cuarta inquietud tiene que ver con la novedad de la organización institucional y la previsión 
de una comisión técnica en cada una de las Administraciones Públicas. Aquí hay una participación muy 
importante de la Corporación Nacional para el Desarrollo, relacionada estrechamente con proyectos 
que van a depender en forma directa del Ministerio de Economía y Finanzas. Lo cierto es que tiene 
amplias facultades, inclusive desde el punto de la contratación y la realización de estudios encargados 
por la propia Administración Pública. 


La última consulta refiere a las condiciones en las que se estarían dirigiendo las AFAP. Así 
como los porcentajes respecto a los topes establecidos cambian de forma sustancial de un año a otro, 
el Producto Bruto Interno puede variar -ya lo ha hecho, y esos son los riesgos que puede tener la 
economía-; entonces, quisiera saber cómo se ajustaría esto y de qué manera piensa actuar el Poder 
Ejecutivo en caso de que esa contingencia se produzca. 


SEÑOR MINISTRO..- Señor Presidente: la primera pregunta que formuló el señor Senador Abreu hacía 
referencia al término del contrato, pues aparece con mayor precisión en el proyecto de ley actual que 
en el original. ¿Por qué se actuó de esa manera? Porque cuando algo tiene nombre, lo mejor es 
llamarlo de esa manera. En este proyecto se regula un tipo de contrato y no otra cosa; entonces, es 
mucho mejor hacer referencia a que el régimen jurídico que estamos proponiendo regula la suscripción 
de este tipo de contratos, a efectos de diferenciarlo de otra clase de formas contractuales mediante las 
que el Estado puede asociarse con terceros o no, que están en la Constitución de la República y que 
merecerán reglamentaciones o legislaciones específicas. Me refiero a otras estructuras que no estén 
necesariamente soportadas por un contrato sino por otra clase de estructuras jurídicas. Reitero: ¿por 
qué se alude al contrato? Porque se trata de un régimen contractual y esa es la mejor terminología. Se 
intentó perfeccionar el proyecto de ley y nosotros pensamos que esto es parte de esa mejoría, 
precisamente porque se logra una mayor precisión y se separa el tema de otras discusiones 
absolutamente relevantes sobre formas asociativas del Estado en múltiples materias -para 
infraestructuras O para otras- que están previstas en la Constitución de la República, que tienen sus 
correspondientes regímenes y que no tratamos de modificar en absoluto. 


Por otro lado, el señor Senador Abreu hacía referencia a cómo se manejan los temas 
tributarios, cambiarios y, en general, los aspectos de contexto. La primera respuesta que damos es 
que, tratándose de un contrato, en ocasión de su celebración y suscripción, hay formas de analizar 
estos temas. En tanto las partes se pongan de acuerdo sobre aspectos que tienen que ver con régimen 
tributario, contingencias sobre valoraciones de activos o contingencias sobre puntos que puedan estar 
sensibles a modificaciones del tipo de cambio real, podrán ser parte de los contratos. En caso de que 
no estén previstos en ellos, serán absorbidos enteramente por el privado. Si no está prevista en el 
contrato otra forma distinta, el Parlamento de la República tiene derecho a modificar los regímenes 
tributarios y el tipo de cambio tendrá la trayectoria que deba tener. Pero, tratándose de contratos 
complejos, es probable que en muchos casos haya en las propias estructuras contractuales referencias 
que sean parte de la negociación porque, por la propia forma de construcción de estos contratos -es 
decir, por la forma en que se llega al contrato que efectivamente se suscribe- hay un proceso necesario 
de negociación; es preciso que se escuchen, por un lado, quien quiere contratar con un privado y, por 
otro, el privado, que plantea sus necesidades para poder contratar. 


¿Qué montos son necesarios y qué otros aportes hay para el desarrollo de las 
infraestructuras? En ocasión de la aprobación del Presupuesto Nacional, básicamente planteamos un 
gran esfuerzo a efectos de sostener altos niveles de inversión pública en infraestructuras compatibles 
con las disponibilidades fiscales y las metas fiscales del país. Quizás los señores Senadores recuerden 
que durante la discusión presupuestal manifestamos que fue voluntad expresa del Poder Ejecutivo, en 
ocasión del diseño de la Ley de Presupuesto Nacional, sostener a lo largo de todo el período los 
niveles de inversión pública elevados que había tenido el país en el año 2008, y fundamentalmente en 


el 2009, como respuesta a la crisis. Reitero que el criterio fue sostener altos niveles de inversión 
compatibles con la política fiscal desplegada. En particular, en materia de esfuerzos infraestructurales 
realizados por las empresas públicas que no están incluidas en el Presupuesto, cuando expusimos 
precisamente el proyecto de ley de Presupuesto Nacional dimos información sobre los planes de 
inversión en infraestructura de las cinco empresas públicas principales que, en un comienzo, 
duplicaban los de las Administraciones anteriores, incluida la pasada, lo que muestra altísimos niveles 
de inversión pública. 


Por lo tanto, el compromiso con la inversión está expresado, en primer lugar, en el 
Presupuesto Nacional; en segundo término, en los presupuestos de las empresas públicas; y, en tercer 
lugar, en los planes de acción a corto plazo. Ahora bien, este instrumento viene a sumarse a todo eso. 


¿Cuál es el monto? El límite que el Parlamento sugirió de siete puntos del Producto nos 
parece razonable, teniendo en cuenta estas instancias y los planes que el Gobierno propone realizar 
en estos años. No tenemos estimaciones actualizadas de cuáles podrían ser los déficit 
infraestructurales constatados o las necesidades infraestructurales actuales que el país precisa 
asegurar. Reitero que no tenemos estimaciones precisas al respecto; sí existen estudios realizados por 
algún organismo internacional en años anteriores que mostraban cifras cercanas a los diez o doce 
puntos del Producto -que, según creo recordar, eran las estimaciones que hizo el Banco Mundial a la 
salida de la crisis de los años 2002 y 2003- pero me temo que esas estimaciones hay que tomarlas 
con mucha cautela porque hoy el país tiene necesidades infraestructurales que no se parecen a las de 
esa época, sino que son mucho más relevantes debido a la forma que está adoptando el dinamismo 
económico y las trayectorias específicas de sectores que están exigiendo muy fuertemente -mucho 
más que en el pasado- las infraestructuras. Cualquier estudio previo está pensado para un país que 
crecía al 1,5% anual, y no para el Uruguay que crece a tasas superiores al crecimiento potencial, que 
en la proyección presupuestal estamos situando en el entorno del 4% acumulativo anual, que ya es 
más que una duplicación de lo que era la tasa de crecimiento a largo plazo de la economía uruguaya. 
Las infraestructuras y las necesidades infraestructurales son condicionales y creemos que en esta 
etapa de trabajo es razonable la cifra que la Cámara de Representantes aprobó. 


Por otra parte, el señor Senador Abreu destacaba que el diseño institucional es muy crítico en 
este proyecto, porque hay que generar capacidades que hoy no tenemos. 


SEÑOR ABREU..- Se habla de que para el mantenimiento de las carreteras, el Gobierno espera recibir 
del sector privado seiscientos millones de los mil cien millones que se necesitan. ¿Lo que se plantea 
está en ese entorno? Lo que estoy tratando de conocer, más allá del mecanismo, es el porcentaje que 
el sector privado va a invertir y cuál es el del sector público, sin perjuicio del establecimiento de algunas 
metas. Seguramente el Gobierno puede decir que en este período va a tener una inversión de equis 
millones de pesos en infraestructura. ¿De cuánto dinero puede disponer? ¿Cuánto precisa del sector 
privado para realizar una obra? 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a dar números precisos: siete puntos del Producto que vamos a tener este 
año va a representar, aproximadamente, US$ 3.300:000.000. El límite que autoriza el 
Parlamento para el desarrollo de infraestructura -a cifras actuales de este año y al momento de 
aprobación del proyecto- está en el entorno de los US$ 3.300:000.000, que es el total de pasivos que 
está previsto sean asumidos. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Es por todos los mecanismos? 


SEÑOR MINISTRO.- No, señor Senador, por este mecanismo; esto es adicional a todo lo anterior. Este 
proyecto de ley, tal como fue aprobado por la Cámara de Representantes, pone este límite. 


Otro dato importante a tener en cuenta es que permite ampliar el flujo de pagos del Estado - 
es decir, de las organizaciones públicas- por concepto de participación en estos proyectos en 
aproximadamente US$ 225:000.000 anuales a cifras actuales y compatibles con el Producto que 
previsiblemente vamos a tener este año. De alguna manera esto equivale a medio punto porcentual del 
PIB, o sea que es el flujo incremental que permite. ¿Cuál es la idea de estos proyectos? Que ese flujo 
máximo sea capaz de apalancar y generar iniciativas por mucho más. Concretamente, en cuanto a la 
infraestructura vial, en ocasión del Presupuesto ya expusimos que el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas iba a incorporar créditos presupuestales para este tipo de proyectos en el orden de US$ 
200:000.000 e iba a gestar infraestructuras por un costo tres veces mayor; ese sería el nivel disponible 
en este período. En ese momento hacíamos referencia a US$ 600:000.000 posibles. Esto sería un 


ejemplo de lo que permitirían estos contratos. Obviamente, una vez disponible el instrumento, en cada 
una de las instancias del sector público se tendrá que evaluar qué proyectos son pasibles de ser 
encaminados de esta manera y cuáles se respaldan exclusivamente con recursos presupuestales. 
Justamente, de eso se trata este proyecto, es decir, de generar una herramienta adicional que tiene 
límites máximos. Ahora bien, todos queremos que dicho instrumento sea bien utilizado, es decir, que no 
genere frustraciones. Al respecto, puedo decir que de nuestra parte queremos evitar dos tipos de 
frustraciones: una es que el instrumento no se pueda utilizar porque no haya proyectos o porque sea 
muy engorroso hacerlo, y otra tiene que ver con el fracaso de los proyectos y que este tipo de 
asociaciones, en sus etapas de diseño, no aseguren a los involucrados -la Administración y 
particulares- las garantías suficientes. Estos serían los números concretos en cuanto a lo que el 
proyecto habilita. 


El Poder Ejecutivo cuenta con un listado inicial tentativo de iniciativas en varios aspectos 
que, por supuesto, no alcanza los US$ 3.300:000.000. Es decir, no se trata de que ya esté ocupado 
todo el espacio habilitado por el Parlamento de la República en términos de proyectos que ya están en 
carpeta; esto no es así y, por el contrario, hay mucho trabajo por delante. La lógica de esto sería -en 
principio y salvo que haya cambios en el tratamiento parlamentario- que se comience con los proyectos 
que ingresen primero, pues no hay reservas del espacio, ni de los siete puntos del Producto, ni del flujo 
anual de 0,5 puntos del Producto; es decir que no hay reservas preasignadas a tal o cual tipo de 
proyecto. Por tanto, en cierto sentido hay una sana competencia en usar el instrumento por quienes 
crean que lo pueden hacer. 


En lo que tiene que ver con la estructura organizacional e institucional, debo decir que se 
trata de un tema muy crítico, especialmente porque se necesita generar capacidades que hoy no están 
disponibles en las organizaciones que deben cumplir papeles fundamentales. Empezando por casa, 
debo decir que la ley prevé que el Ministerio de Economía y Finanzas debe crear específicamente una 
Unidad y, a su vez, debe gestar capacidades. En ese sentido, ya estamos enviando personas a cursos 
y Capacitaciones y hemos tenido visitas de expertos que nos tratan de ayudar a gestar esas 
capacidades internas de la propia Cartera. Nos tomamos muy en serio el papel del Ministerio en esto, 
porque se trata de un tema esencialmente presupuestal y eso está en el corazón del trabajo que 
debemos realizar. Obviamente, esto le exigirá esfuerzos a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
que ya tiene validados por otra razón, ya que esto se complementa con el proyecto de construcción del 
sistema nacional de inversión pública en el cual ya está trabajando; es decir que ya se está en el 
camino de contar con capacidades adecuadas para cumplir los fines propuestos. 


El Senador Abreu hacía una consulta en relación a la CND. En este sentido, cabe 
preguntarse qué es lo que la ley dice que puede tener, y qué es lo que nosotros queremos que tenga. 
La ley no establece preceptivamente a la CND ningún papel, por lo que dicho papel puede -en algunos 
o en todos los proyectos- no ser relevante. Por nuestra parte, creemos que la Administración necesita 
una agencia pública especializada que sepa estructurar y asesorar a las administraciones y 
organismos del Estado para una mejor construcción y seguimiento del proyecto. Estamos convencidos 
de que eso es así y por ese motivo jerarquizamos el papel de la CND como estructurador y como 
asesor en este tipo de proyectos. En principio, en ese aspecto la norma no obliga a pasar por la CND 
los proyectos, pero ofrece la alternativa de una agencia que ya está trabajando y gestando capacidad. 
Diría que es la organización del sector público que más ha trabajado en este sentido durante este año 
y cuatro meses que llevamos de Administración. Incluso, es la que más en serio ha tomado la 
generación de las capacidades que se necesitan para esto porque desde el principio el mandato que 
recibió de parte del Ministerio de Economía y Finanzas -dado que somos accionistas mayoritarios de la 
CND- es que esta era un área prioritaria sobre la que este proyecto iba a caer en cuanto a las 
responsabilidades de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite una pregunta adicional con respecto a lo que se venía 
desarrollando en lo que tiene que ver con la Corporación Nacional para el Desarrollo? 


Según entiendo, el señor Ministro se estaría refiriendo a los artículos 10 y 11del proyecto de 
ley, donde se establece que la Administración Pública podrá contratar en forma directa a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. ¿Prevé la posibilidad de esta intervención? Consulto porque en una parte 
el artículo 11 dice: “la Administración Pública contratante podrá acordar directamente con la 
Corporación Nacional para el Desarrollo (CND) que esta asuma la implementación de un proyecto de 
Participación Público - Privada”. ¿El tema se encara en este marco? 


SEÑOR MINISTRO.- Sí, señor Presidente, usted tiene toda la razón. La referencia a los artículos 10 y 
11 aclara ya que son estas disposiciones las que estipulan claramente esta respuesta. 


Seamos claros sobre el papel de las AFAP. Queremos incentivar que participen como 
financiadores de estos proyectos; no pueden ser otra cosa. Ahora bien; como financiadores les interesa 
que el capítulo XI! del proyecto de ley sea aprobado porque les va a mejorar mucho su participación en 
términos de costos; eso fue lo que nos advirtieron. Nosotros creíamos que no era necesario; no era 
que en ocasión de la elaboración de este proyecto de ley hayamos pasado por alto este problema, sino 
que pensábamos que estaba claro en el ordenamiento jurídico. Por ende, entendemos que los señores 
legisladores hicieron bien en incorporar el tema como un capitulo específico para aventar toda duda. 
En estos casos es muy importante que los riesgos del financiador pesen poco dado que los del 
proyecto ya son lo suficientemente trabajosos de mitigar y de valorar como para que les agreguemos 
otros inherentes a dudas que puedan surgir respecto de estos proyectos. 


Por lo expuesto, consideramos que esto va en buena dirección. Además, las AFAP 
administran los fondos de retiro de los trabajadores uruguayos y, por lo tanto, darles garantías 
suficientes nos parece absolutamente esencial. 


La otra consulta que realizó el señor Senador Abreu era cómo se ajustan los topes en caso de 
que en algún momento ocurriese que los pasivos contingentes generados o los flujos generados 
superasen las cifras establecidas en el proyecto de ley. No tengo ninguna duda de que haríamos lo que 
está previsto en la disposición, que es lo mismo que se hace cuando es necesario exceder los topes de 
endeudamiento: se concurre al Parlamento de la República y se solicita la autorización para ampliar, o 
no, de tal o cual manera, los límites previamente autorizados. La lógica es la misma que tenemos bien 
conocida en materia de autorizaciones a endeudarse por parte del sector público. 


SEÑOR AMORÍN.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia del señor Ministro y sus asesores. 


Recién nos estamos empapando de lo que implica este proyecto de ley, por lo que las 
preguntas que voy a formular son muy generales y concretamente refieren a los artículos 2 y 3, donde 
observo que el Parlamento redujo claramente el ámbito de aplicación de la ley. Creo que el proyecto 
original del Poder Ejecutivo abarcaba determinados aspectos y el que aprobó la Cámara de 
Representantes lo redujo significativamente. Inclusive, me llama la atención la forma de redacción del 
artículo 3%, donde además del tipo de contratos que se pueden hacer, establece específicamente los 
que no se pueden hacer. Me parece que una redacción en la que se fijan ambos casos genera dudas. 
¿Por qué se mencionan los que no se pueden hacer? Cuando se establece solamente lo que no se 
puede hacer, todo lo demás sí está permitido, y a la inversa, pero cuando lo que se dice es que 
determinados contratos se pueden hacer y otros no, se genera un ámbito extraño. 


Me gustaría conocer la opinión del Ministerio respecto a estos cambios. ¿Por qué razón la 
redacción del Ministerio era más amplia y fue modificada en la Cámara de Representantes? Quizás el 
Subsecretario nos pueda brindar la respuesta, pues fue quien estuvo más activo en esta negociación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Desde nuestro punto de vista, las aclaraciones que se establecieron en 
el artículo 2%, referidas a los contratos, y en particular en el artículo 3", no restringen la redacción 
original sino que, por el contrario, la aclaran y dejan plasmado en forma más transparente el espíritu de 
la iniciativa. Como aquí se dijo, esta norma está autocontenida y establece cuáles son los tipos de 
contratos que se pueden llevar adelante y sus alcances. Esto implica la realización de estudios y 
autorizaciones previas, los procedimientos de adjudicación, los mecanismos de seguimiento de los 
contratos durante el desarrollo de las obras de infraestructura, los mecanismos de solución de 
controversias y los límites sobre los cuales establecer este tipo de acuerdos. Sobre esa base se 
dispone cuáles son los contratos que se pueden hacer y cuáles no se pueden realizar. Esto no quita 
que se realice algún otro tipo de contrato entre el sector público y el sector privado mediante el marco 
normativo vigente, sin utilizar este procedimiento. 


En este sentido, la nueva redacción del artículo 3% intenta explicitar el espíritu de cuáles son 
los proyectos y los contratos que se deben hacer en el marco de esta norma y aquellos que se pueden 
o no realizar mediante el procedimiento establecido en el marco normativo vigente. Nosotros siempre 
tuvimos presentes cuáles eran las obras de infraestructura a que hacíamos referencia. Los literales A) 
a D) establecen todos los sectores de la infraestructura y todos los proyectos que entendemos es 
posible llevar adelante mediante este procedimiento. Luego, en la segunda parte del artículo 3%, a 
modo aclaratorio se habla especificamente de los contratos que no está previsto que se incluyan 


dentro del mecanismo de participación público-privada, en el entendido de que son servicios 
inherentes a la actividad del Estado, como la educación, o no se pueden traspasar en un contrato de 
esta índole, como los servicios sanitarios en materia de salud y los de seguridad vinculados a las 
cárceles o instituciones de reclusión. 


Repito que esta es la forma en que explicitamos el espíritu de los proyectos que queremos 
que se realicen bajo el régimen de esta norma y entendemos que eso no implica que otro tipo de 
contratos, de infraestructuras o de relaciones entre lo público y lo privado no se puedan llevar adelante; 
simplemente, estos no son el sistema y el mecanismo que consideramos más idóneos para hacerlo. 


SEÑOR MINISTRO.- A los efectos de clarificar el tema, lo que trata de establecer el Subsecretario es 
que en un determinado proyecto vinculado al desarrollo de infraestructuras, la aplicación de este marco 
normativo presentaría restricciones en cuanto a su alcance. No obstante ello, el proyecto podría apelar 
a otra forma de contratación para celebrar acuerdos de tercerización y concesión por el régimen 
tradicional. Esto es algo que no hace al proyecto en sí mismo. Ahora bien, lo que no se puede hacer es 
una registración contable que no se ajuste a estos mecanismos de evaluación porque, de lo contrario, 
estaríamos trampeando el uso del instrumento. Aquí el modo de registración es importante; si estamos 
ante una tercerización común y corriente, debe registrarse de la forma en que está establecido, 
teniendo en cuenta las obligaciones que se generen, pero no podemos aplicar un marco de registro 
contable y de análisis de riesgo como los que están previstos en la iniciativa a un contrato que tiene 
otra naturaleza y no necesita de esta ley. 


Entonces, un proyecto puede contener una parte del contrato sujeta a esta normativa y 
registrarse e informarse al Parlamento de una determinada manera, y otra referida a una tercerización 
o a una concesión pura y simple, que se realiza en el marco de un contrato que cualquier 
Administración Pública puede desarrollar. Aquí no podemos hablar de un retaceo de la redacción 
original a la subsiguiente porque lo que hay es una magnífica aclaración sobre la utilización de este 
instrumento. Este no es un proyecto de ley de tercerizaciones -a diferencia de lo que ocurre con los 
problemas que se han señalado- porque nuestro país tiene una normativa al respecto, que es muy 
clara, y las Administraciones pueden recurrir a ella para contratar. 


SEÑOR RUBIO.- Lamentamos no haber podido estar en toda la presentación del tema, por lo que 
quizá alguna inquietud nuestra ya fue planteada. 


Si no entendí mal, podría haber un proyecto o macroproyecto de infraestructura - 
supongamos ferroviario- donde una parte siguiera la lógica de la financiación pública, de acuerdo con 
lo que establece el artículo 221 sobre los procedimientos tradicionales; otra parte que siguiera la 
normativa vigente en cuanto a las concesiones o tercerizaciones; y otra vinculada a las disposiciones 
de este proyecto de ley. En ningún caso de la hipótesis planteada estaríamos tomando en cuenta el 
artículo 188 -estaríamos por fuera de lo que establece la norma- aunque podría sumarse, porque sigue 
otra lógica y exige distintos requisitos desde el punto de vista parlamentario, lo que tornaría un poco 
más compleja la situación. 


SEÑOR MINISTRO..- Es así, señor Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Es obvio, y no se necesita ser catedrático de Derecho para darse cuenta de que lo 
que surge de la Cámara de Representantes es más limitante que lo que envió el Poder Ejecutivo. 
Tomando en cuenta este sistema, con el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo se podría 
hacer algo mucho más amplio que lo que aprobó la Cámara de Representantes. Vuelvo a decir que 
esto es clarísimo. En lo personal, me alegro de que en la Cámara de Representantes se haya 
interpretado lo que tenía pensado el Ministerio de Economía y Finanzas al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Corresponde aclarar que en el Ministerio de Economía y Finanzas no hay 
catedráticos de Derecho y, por tanto, realizamos un trabajo que, por suerte, es mejorado en el 
Parlamento, donde hay gente mucho más capacitada que nosotros. 


SEÑOR GALLINAL.- A los efectos de poder comprender el alcance de este proyecto de ley, quiero 
hacer una pregunta de las mismas características de las que han sido formuladas, pero desde otro 
punto de vista. 


En el artículo 2* de la iniciativa se definen los contratos de participación público-privada. 
Concretamente, quisiera saber qué concepto incorpora el artículo 22 que, según su definición, 
permitiría a la Administración Pública realizar algo que hasta hoy está prohibido. Si es que se incorpora 
alguna, ¿cuál es la innovación? 


El inciso segundo aparentemente sería una norma residual, porque establece que sólo 
podrán celebrarse este tipo de contratos en la medida en que no estén referidos a otras modalidades 
alternativas de contratación. Si hay otras modalidades alternativas de contratación ya vigentes que 
permiten el cumplimiento de sus fines, no se podría realizar estos contratos. 


Reitero: ¿cuál es la innovación que trae la definición del artículo 2* en función de la cual la 
Administración Pública dispondrá de un nuevo instrumento y podrá hacer cosas que antes no podía? 


SEÑOR MINISTRO..- La respuesta a esta pregunta tiene dos partes. 


En primer lugar, nosotros pensamos que no hay ningún proyecto de los que se van a 
desarrollar en este marco que esté impedido de desarrollarse en otra parte del ordenamiento jurídico 
uruguayo; lo que sucede es que esta norma es mucho mejor para la realización de estos proyectos. 
Tan es así que los ordenamientos jurídicos de los países suelen tener esos marcos, que también 
suelen ser autocontenidos, para ofrecer vías de tratamiento, desarrollo, registración y análisis de 
riesgos, todo lo cual determina una instancia para generar una institucionalidad propia de un tipo de 
contrato que tiene especificidades, incluso desde el punto de vista de cómo funciona la contabilidad 
pública. No quisiera entrar en detalle, porque en realidad todo el proyecto es una innovación, pero solo 
por eso -aunque también por su jerarquía- ya es fundamental y desemboca en un tema de registración, 
porque cuando todo se hace de esta manera, y no como está en el ordenamiento jurídico, podemos 
tratar estos proyectos con un modo de registración contable que va a permitir al Uruguay ir a más en lo 
que refiere a infraestructura. Este proyecto es para ir a más, no solo porque va a atraer a los privados, 
sino porque la parte de participación pública, el registro contable de esto, no es gasto público 
tradicional. Para que no sea gasto público tradicional deben existir unas restricciones de elaboración, 
de gestación, de análisis de los proyectos y funcionamiento, e información y transparencia, que 
aseguren que esto no es una tramoya contable. Esta propuesta no pretende otra cosa más que 
transparentar aquellos procedimientos que permitan desarrollar proyectos que de otro modo no se 
podría. 


En síntesis, la respuesta es la siguiente: nuestro ordenamiento jurídico actual no contiene 
otras opciones que permitan realizar proyectos como los que se van a poder desarrollar al amparo de 
este instrumento. O sea, lo interesante de esta iniciativa es que genera un marco específico para el 
desarrollo de otros proyectos mediante la modalidad de contratación público-privada, que será mucho 
mejor que todas las otras formas de contratación, tanto para el país como para la Administración, y 
como los particulares que contratan con la Administración. 


El señor Senador efectivamente acierta al decir que en nuestro ordenamiento jurídico actual 
no hay otra forma de desarrollar ningún tipo de proyecto de los aquí van a ser incluidos. 


Lo que estamos proponiendo -y por eso le damos mucha jerarquía- es un instrumento mucho 
mejor que los que tenemos actualmente en nuestro ordenamiento jurídico. Eso se debe a múltiples 
razones que están expuestas en el contenido específico de cada una de las partes del proyecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece muy interesante la respuesta, porque creo que aclara enormemente el 
alcance del artículo 2%, que va a ser fundamental en su interpretación para la posterior aplicación de la 
ley; y es bueno que la innovación apunte a mejorar los instrumentos. Considero que es un importante 
aporte. 


Con respecto a los artículos 2” y 3% -este último refiere al ámbito de aplicación- me surgen 
dos preguntas. Una de ellas tiene que ver con las AFAP. Si no entendí mal, su única posibilidad de 
participación sería a través de la financiación; no podría ser de otra forma. Eso es lo que me pareció 
entender, pero en realidad, el artículo 2% no establece eso, por cuanto expresa que una persona de 
Derecho Privado podrá intervenir en el diseño, la construcción y la operación de infraestructura o 
alguna de dichas prestaciones, además de la financiación. Parecería que no hay lugar para un sujeto 
cuya participación esté limitada exclusivamente a los ámbitos de financiación, sino que debería tener 
alguna participación adicional. Pregunto si esa es una restricción que se ha decidido imponer o si, 


como dice bien el artículo 2%, sea la AFAP o quien sea va a tener que abarcar alguna de las 
definiciones allí establecidas, además de la financiación. 


No quisiera distraer más la atención de los integrantes del Ministerio de Economía y Finanzas, 
por eso rápidamente paso a la segunda pregunta que tiene que ver con un aspecto que me sorprende, 
porque pienso que es negativo para los intereses del país. El artículo 3% establece: “Se exceptúan de 
este régimen de contratación los cometidos esenciales cuya prestación corresponde al Estado en 
forma exclusiva”. Hoy en día los cometidos esenciales del Estado es un tema de debate, de todos 
modos esta disposición tiene su lógica; no obstante, si trasladamos este concepto a los ámbitos 
departamentales, nos encontraremos con muchas sorpresas. Más adelante: “así como la explotación 
de los monopolios establecidos por ley a favor de este”. Me pregunto por qué hay que eliminar aquellos 
servicios del Estado que actúan en régimen de monopolio, si el alcance del artículo 22 no desnaturaliza 
el monopolio sino que, por el contrario, muchos organismos del Estado que actúan en ámbito de 
monopolio necesitan de instrumentos de esta características para poder invertir, para ampliar su campo 
de acción y no retrasarse desde el punto de vista tecnológico. Por ejemplo, en materia energética, 
todos estamos esperando que UTE lleve adelante las obras correspondientes y lo mismo ocurre con 
ANTEL, Ente del que también esperamos que desde sus ámbitos de monopolio, desarrolle las obras 
necesarias en materia de infraestructura y de desarrollo tecnológico de las telecomunicaciones. 


Concretamente, me pregunto por qué privarlos de un instrumento de estas características; 
por qué se hace ese señalamiento, cuando me satisface plenamente la explicación del señor Ministro 
sobre el alcance del artículo 2%. Se dice que el proyecto no innova. No debemos olvidar que hemos 
tenido algunas experiencias de empresas públicas que actúan en régimen de monopolio y que han 
realizado inversiones con la intervención de sectores privados que han participado en esa financiación, 
por tanto, en ese inciso se estaría innovando. 


SEÑOR MINISTRO.- La primera consulta del señor Senador Gallinal estaba referida al 
involucramiento de las AFAP y a mi respuesta contundente en el sentido de que participaban en la 
financiación. Sin perjuicio de poder analizar la redacción del artículo 2%, me gustaría responder que las 
AFAP son financiadoras. Son empresas que administran fondos para invertir en proyectos como 
financiadoras, no como explotadoras. Ninguna de las AFAP de nuestro país ni ninguno de los fondos 
parecidos que existen en el resto del mundo tienen otra posibilidad que la de ser financiadores de 
proyectos. No tendrían autorización para desarrollar otra actividad en nuestro ordenamiento jurídico. Lo 
que sí hay que entender es que mi referencia a que las AFAP juegan un papel importante como 
inversores institucionales es porque el inversor que va a contratar con la Administración necesita 
financiarse en las mejores condiciones y va a celebrar un contrato o un conjunto de contratos de 
financiamiento, que pueden ser fundamentales para el proyecto pero que quizás no están 
contemplados en la convocatoria. Nosotros podríamos tener dos tipos de proyectos: uno en el que se 
le ofrece al inversor un negocio para participar y otro en el que se le ofrece un negocio y un 
financiamiento pactado. Esto podría pasar; hay determinados llamados en los que se incluye una 
cláusula de financiamiento. Permítaseme decir que lo más normal, lo general en estos contratos, va a 
ser que en el pliego no figure la adjudicación de un financiamiento preestablecido. El inversor por sus 
propios medios lo tendrá que buscar, no lo hará la Administración. El que va a firmar el contrato de 
financiamiento es el inversor y el riesgo financiero estará compartido entre el inversor y quien esté a 
cargo del negocio que apoye el financiador -los dos van a administrar el riesgo- mientras que el Estado 
queda afuera, aunque en caso de incumplimiento podría decirse que de manera residual deberá 
hacerse cargo de algunas responsabilidades establecidas en la propia normativa. 


SEÑOR RUBIO.- Quizá haya un problema de redacción. El final del segundo inciso del artículo 2? dice: 
“además de la financiación”. Parecería que es una condición necesaria para celebrar el contrato. Esto 
podría ser contradictorio con lo que acaba de manifestar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Me voy a remitir a la redacción del artículo y les pido que me digan cuál es la 
inconsistencia porque para nosotros no existe. El artículo 2? expresa: “Son contratos de Participación 
Público-Privada aquellos en que una Administración Pública encarga a una persona de derecho 
privado, por un período determinado, el diseño, la construcción y la operación de infraestructura o 
alguna de dichas prestaciones, además de la financiación”. Es posible que la persona con la que se 
contrata ofrezca una financiación y que sea propia -esto es lo que dice la norma- pero puede pasar que 
no sea solo un financiador. Es decir, puede ser, en primer lugar, un inversor y, en segundo lugar, puede 
ser un financiador. Puede ocurrir que un consorcio tenga financiamiento propio para no recurrir al 
ahorro público, a las AFAP u otro tipo de mecanismo externo a la empresa. Lo que debe quedar claro 
es que la financiación la debe proveer el inversor, ya sea ajena o propia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hay que separar teóricamente el inversor del financista, a pesar de que 
el propio inversor pueda ser el financista. Siempre habrá un inversor, aunque puede haber un tercer 
financista -lo normal es que sea así- o el inversor puede ser el financista. Las AFAP actuarían como 
financistas del mismo modo en que lo haría un banco; pero nunca sería el inversor, que es quien tiene 
el contrato con la administración. A pedido de las AFAP se incorporaron mecanismos que permiten que 
el financista -sea la AFAP, una persona cualquiera o un banco tradicional- controle sus riesgos 
mediante la cesión de prenda del contrato, ya que si el inversor no cumple, el financista pueda 
sustituirlo y reducir sus riesgos. El rol del financista es diferente al del inversor; esto es lo que se 
pretende establecer en el artículo 2*. 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá de las respuestas y las aclaraciones que hemos realizado, si los señores 
Senadores encuentran una redacción que consideren más adecuada, bienvenida sea. El espíritu fue 
separar el papel del contratante con el Estado y el financiador. Debo aclarar que el capítulo XIl del 
proyecto de ley vale para el financiador, ya sea una AFAP o no. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiero hacer un comentario sobre este punto. 


El Estado contrata con el inversor, y la manera en que este último se financia es un problema 
de él y no del Estado; esto queda claro. 


Hay un capítulo que facilita al inversor la obtención de créditos en mejores condiciones ya 
que, al existir más garantías, lo podrá conseguir más barato, pero lo que a nosotros nos interesa es la 
relación del Estado con el inversor. Quizás deberemos analizar este aspecto con tranquilidad. Inclusive, 
tal vez establecer esto junto con la financiación esté de más, porque aquí lo que interesa es el contrato 
entre el Estado y el inversor. Este último -repito- deberá financiarse como pueda; ese es un problema 
de él y no del Estado. 


En definitiva, teniendo en cuenta esta aclaración, trataremos de encontrar la mejor redacción. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Quiero decir que esto no se incluía en la redacción original; se hizo un cambio 
en el que se intentó establecer una diferenciación. La financiación va de suyo, es decir que aquí tendrá 
que haber un proyecto y el privado deberá ver cómo lo financia. Si nosotros tuviéramos el dinero 
necesario, no precisaríamos de esta iniciativa, sino que podríamos ir y comprar lo que hiciera falta 
mediante una licitación pública y según lo que determina el TOCAF. También podríamos tomar un 
préstamo o proponerle al privado que nos venda algo con un préstamo asociado en el cual la 
Administración quedara como titular. Aquí estamos diciendo que ese privado se encargará, o no, de 
algunas de las tareas del diseño, de la construcción y de la operación, pero sin duda sí se encargará 
del financiamiento, que está necesariamente incluido porque, de lo contrario, el resto del proyecto no 
tendría sentido. En todo caso, el Estado, la Administración contratante, podrá facilitar el acceso al 
financiamiento del inversor y le podrá dar instrumentos para que ese financiamiento sea más barato, a 
efectos de que la repercusión en la Administración sea la menor posible. 


Esa es la intención del primer inciso, que tiene una redacción distinta a la del Poder Ejecutivo. 
La duda que se planteó en la Cámara de Representantes fue si habrá que hacer todo lo que aquí se 
establece. La realidad es que no, o sea, no habrá que hacer todo, pero sí ocuparse de la financiación. 
Aquí se establece que además de la financiación, deberán hacer otras cosas. 


SEÑOR MINISTRO.- Una parte de la intervención del señor Senador Gallinal estaba referida a la 
exclusión del ámbito de aplicación de la norma de aquellos proyectos que tengan que ver con 
cometidos que lleva a cabo, en forma exclusiva, el Estado o, incluso, los que realiza en forma 
monopólica, en monopolios legales, constitucionales o de cualquier tipo. 


Con toda sinceridad quiero decir que, para nosotros, el artículo en cuestión es muy 
importante porque trata de despejar dudas en la discusión acerca de cómo se quiere utilizar esto; por 
nuestra parte, buscamos no introducirnos en otros debates. Esta iniciativa está teniendo bases de 
acuerdo y de trabajo muy grandes. Si incorporamos elementos que nos remitan a discusiones que se 
tendrían que saldar de otra manera, en otras instancias y con otros instrumentos, estaríamos 
retardando y complejizando la aprobación de un proyecto de ley que para nosotros es muy importante 
y, como dije, ha logrado bases de acuerdo muy grandes. Este es un tema sobre el que pueden existir 
opiniones diferentes y la iniciativa trata de rescatar los puntos de vista en común, lo que es 
fundamental. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Quisiera agregar que el inciso es claro en cuanto a que refiere a la explotación 
del monopolio, lo que no significa que, para ejercer efectivamente el monopolio, se deba contratar con 
un privado la realización de una infraestructura. Eso se puede hacer hoy con una licitación pública, 
pero lo que no se puede hacer por este mecanismo es otorgar la explotación del monopolio. Es decir 
que, por este mecanismo, UTE no podría pedir que se suministrara energía eléctrica en todo el país, 
pero sí que se hiciera una central de carbón, por ejemplo. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que uno de los temas clave de este proyecto de ley es la distribución de los 
riesgos. Según entiendo, la norma se fija autolimitaciones, pues determina dónde se van a establecer 
estos contratos y que, si no hay otras posibilidades, habría este tipo de transacciones. Me parece que 
ayudaría mucho a la Comisión que se dieran ejemplos concretos, en materia vial, energética y social, 
de cómo se da esta distribución de riesgos tanto para el sector privado como para el Estado. 
Realmente, ello nos permitiría comprender mejor el fenómeno. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estoy totalmente de acuerdo con que la distribución de riesgos es un 
tema clave. Asimismo, es importante el otro aspecto que destacó el señor Senador, en el sentido de 
que la ley establece las condiciones que el proyecto debe cumplir, a los efectos de poder aplicar este 
procedimiento. Entendemos que tiene beneficios para la Administración porque mejora la certeza del 
privado y hace más eficiente su participación, mientras que los costos asociados al proyecto 
disminuyen y aumentan los beneficios. 


En cuanto a los ejemplos concretos y específicos que se solicitan, es obvio que cada 
proyecto y cada sector tienen sus diferencias y especificidades. Un proyecto clásico en el que 
pensamos se puede canalizar la mayor cantidad de recursos es en el vinculado a la infraestructura vial. 
En ese caso es típico el contrato de asociación público-privada, ya que por sus características diseña 
y construye una infraestructura por la que obtiene financiamiento que, a su vez, se repaga 
directamente desde los usuarios a través de un mecanismo de peaje o de algún tipo de pago 
complementario por parte del Estado. En un caso de proyecto vial tradicional, los riesgos que se 
asignan son los de diseño y construcción que, básicamente, son asumidos por el privado. Luego se 
introducen aquellas especificaciones que el privado entiende adecuadas a los efectos de cumplir de 
mejor manera con los estándares y niveles de servicio que el contrato establece. Esta clase de 
proyectos no abunda en detalles -como la obra pública tradicional en proyectos de ingeniería- 
sino que deja librados a la iniciativa del privado aquellos procedimientos más adecuados para el 
cumplimiento de los objetivos, los estándares y niveles de servicio que exige el contrato. De esa forma 
se transfiere al privado el riesgo de ese cumplimiento y este lo asume a través de los procedimientos 
constructivos que propone y utiliza, aunque también, muchas veces, por medio de los propios 
materiales; en esos casos, se deja libertad para que el privado pueda promover o incorporar aquellas 
innovaciones técnicas que entienda más adecuadas, dependiendo de aspectos técnicos particulares de 
cada proyecto. 


Como decía, frente al riesgo de establecer un contrato de asociación público-privada para la 
construcción y el mantenimiento de una ruta, se establecen aquellos niveles de servicio sobre los 
cuales el privado debe hacer disponibles; me refiero, por ejemplo, a los niveles de calidad, seguridad y 
flujo de tráfico adecuados. El privado asume el riesgo de hacer disponible a los usuarios y al Estado en 
general estos niveles de servicio. Para ello se establecen determinadas especificaciones básicas 
respecto a la construcción y al diseño de esa infraestructura y el privado asume los riesgos de 
construirla de acuerdo al costo que se fija en el contrato y a los tiempos adecuados. Una vez que 
cumple con aquellos estándares de servicio que exige el contrato, adquiere el derecho a que el Estado 
le haga la retribución de acuerdo con lo establecido en el pago por disponibilidad. Este es el caso 
básico en el que, por ejemplo, no existen posibilidades de establecer un peaje a los usuarios, que sería 
parte del repago. Como saben los señores Senadores, en la red vial uruguaya el flujo de tránsito 
provoca que sea muy difícil que una parte de la red pueda ser repagada a través del aporte de los 
usuarios. Si no tenemos en cuenta la ruta Interbalnearia, que ya tiene un pago de peaje, y algunos 
tramos de la ruta 1, vemos que en Uruguay el tráfico no repaga la infraestructura. Este no es un caso 
particular de nuestro país, sino que en general este tipo de asociación pública-privada para proyectos 
viales se hace en todas partes del mundo, aun para proyectos que no se repagan por peaje. 


Entonces, como decía, se exige que el privado asuma el riesgo de disponibilidad del servicio 
y, frente al cumplimiento de ese riesgo, el Estado se compromete a repagar lo establecido en el 
contrato de infraestructura. 


Todo esto se puede sofisticar y vincularlo con lo que se denomina “peaje sombra”. Me refiero 
a establecer algún tipo de nivel de tráfico necesario a partir del cual se paga al usuario directamente 
desde el Estado por el pasaje de vehículos por esa infraestructura, sin tener un peaje tradicional 
operativo que genera todas las restricciones que conocemos. De esa manera se alinea el incentivo de 
tener una disponibilidad de infraestructura adecuada para que el tráfico pase de la manera que se 
pretende. Si circulan determinados vehículos, por cada uno de ellos se establece un peaje sombra que, 
a su vez, constituye el repago por la instalación. 


Este es un caso tradicional en el que hay una distribución de riesgos. Por su parte, el privado 
asume aquellos riesgos que más claramente puede tomar, tales como el diseño, la construcción, el 
mantenimiento de la infraestructura y la exigencia de niveles de servicio, y el Estado se compromete, 
básicamente, a repagar por esa infraestructura y su mantenimiento, de acuerdo con el cumplimiento de 
esos estándares. Concretamente, el Estado establecerá que algunos riesgos vinculados con el “hecho 
del príncipe” -como decía el señor Senador Abreu- o con los aspectos que son de su responsabilidad y 
que no puede transferir, serán asumidos claramente por él mismo, de manera de que se pueda 
establecer en el contrato una asignación adecuada. 


A continuación, voy a hacer referencia a algo que es obvio y fácilmente conocido. El hecho 
de que el Estado asuma aquellos riesgos que realmente maneja, no solo favorece al privado, sino 
también al proyecto en su conjunto y a la eficiencia del financiamiento; a su vez, de alguna manera, 
determina cuáles son los beneficios que el proyecto da a la sociedad. 


SEÑOR MINISTRO.- La explicación que dio el señor Subsecretario ha sido muy clara y abarcativa, 
considerando un proyecto concreto como puede ser el vinculado a la infraestructura vial; me refiero a la 
forma en que se definen los mejores riesgos que puede asumir el inversor con el que la Administración 
contrata. 


Ahora, a los efectos de dar mayor nitidez al tema, me gustaría decir qué cosas se pueden 
hacer en este proyecto y cuáles no. Si en un proyecto llave en mano -por una ruta que se pone a 
disposición en determinado momento- el Estado contrata a un particular para reparación de una vía y 
se le paga al terminar el contrato, no es posible este tipo de instrumento. Además, quien provee al 
Estado asume la calidad de lo que está haciendo. Acá se asegura una inversión original y una 
secuencia de acciones que llevan al mantenimiento de las infraestructuras y al sostenimiento del 
esfuerzo a lo largo del tiempo, y los riesgos que están vinculados a la gestión de esos proyectos tienen 
que estar asumidos por el particular. Entonces, la obra llave en mano, o la misma obra con 
mantenimiento, ofrece la posibilidad de utilizar este instrumento o no. O sea que en un proyecto vial de 
este tipo, llave en mano, por el que se pone a disposición una ruta en determinado momento -sea cual 
sea el mecanismo de financiamiento, con o sin peaje, a lo largo de un ciclo contractual completo- el 
conjunto de riesgos operativos se descargan sobre aquel que está en mejores condiciones de hacerlo. 
Y el Estado, con toda seguridad, se reserva la capacidad de contralor mediante el contrato y la 
verificación de que las condiciones existen. 


SEÑOR COURIEL.- La rentabilidad o beneficio que va a obtener el sector privado en este caso 
depende del pago que haga el Estado. 


Partamos del ejemplo de una obra vial donde no hay peaje. En ese caso, ¿cómo se fija el 
pago que tiene que hacer el Estado? Eso es distinto, por supuesto, a lo que está diciendo el señor 
Ministro. Por tanto, ¿de qué depende el flujo anual? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En primer lugar, depende de la competencia. Si voy a licitar un proyecto, 
lo haré mediante algún mecanismo de adjudicación o indicador que me permita una competencia 
adecuada. Por ejemplo, tomemos el caso clásico de una ruta por peaje. Puedo licitar una ruta por 
peaje, por ejemplo, a través de su costo. Por tanto, adjudico la obra a aquel que me ofrezca un menor 
costo de peaje. De esa forma, a través de ese peaje que me oferta el ganador de esa obra, 
multiplicado por el tráfico que él prevé, deducidos los costos de inversión y mantenimiento de esa ruta, 
obtiene la utilidad normal. 


SEÑOR COURIEL.- Ahí no hay riesgo por parte del Estado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En ese caso el Estado podría transferir todo el riesgo que demanda el 
proyecto. Es un caso teórico muy difícil de adecuar. 


En el caso de que se licite una obra mediante un pago por disponibilidad, lo que el Estado 
ofrecería al privado es el repago de una cuota anual o semestral como retribución a la disponibilidad de 
una infraestructura vial en determinados niveles y condiciones de servicios. Es decir que si, por lo que 
se establece en el contrato, se cumple con ciertos niveles y condiciones de servicios que pueden estar 
asociados al tráfico o a lo que sea, se le repaga una cantidad determinada. Ese repago debe incluir, 
obviamente, la amortización de la obra -su costo y financiamiento- su mantenimiento en los niveles 
adecuados y la rentabilidad normal del privado al que se le adjudica la obra. 


SEÑOR COURIEL.- En última instancia, la rentabilidad depende de la competencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Exactamente. Si tengo que diseñar clásicamente un mecanismo 
competitivo -como aquí- a los efectos de adjudicar una obra, voy a adjudicar el repago para lo cual, 
obviamente, la Administración, como cualquier competencia, va a tener un presupuesto de oficina que 
va a determinar los valores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera relacionar este punto con el tema de los plazos. En el artículo 4? se 
estipula que sea hasta un máximo de 35 años, mientras que en el artículo 53 se expresa que podría 
haber un nuevo llamado cinco años previos a la finalización del proyecto. Es decir, estamos hablando 
de proyectos que tienen una extensión que no se vincula solamente -se me dirá si estoy en lo cierto- a 
la obtención de la infraestructura, sino también a una finalidad que va más allá de que la estructura 
esté llave en mano -como decía el señor Ministro- y a la rentabilidad de la inversión inicial. Entonces, 
estos planos son completamente diferentes a los que se dan en otras opciones. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estoy completamente de acuerdo; este es un proyecto a largo plazo y el 
plazo que se establece no está directamente vinculado a la vida útil técnica de los proyectos, sino a 
que sea viable desde el punto de vista económico financiero. Entonces, según la especificidad de la 
inversión inicial y el tipo de proyecto, se analizará cuál es el plazo más adecuado. 


SEÑOR ABREU.- En lo que tiene que ver con los riesgos, los artículos 48, 49 y 50 son muy 
importantes y están vinculados al contrato y a los objetivos perseguidos. Según se puede apreciar, la 
mayoría del texto del artículo 49 fue agregado en la Cámara de Representantes y allí se establecen las 
posibilidades de renegociación. Este tema es muy delicado y al respecto hay una larga experiencia y 
jurisprudencia. Generalmente, si esto no está bien regulado por contrato o por ley, puede provocar 
enormes dificultades para el cumplimiento de determinados objetivos, básicamente en el tema de 
infraestructura. Además, los que algo conocemos de estos temas, sabemos que a veces el negocio de 
las grandes empresas contratistas es llegar a la negociación después de firmar, o recurrir a los 
argumentos de que tal o cual cosa no estaba prevista y, por tanto, se exige una modificación del 
contrato. 


El último inciso del artículo 49 se refiere a que si alguna de las partes no accediera a la 
renegociación, cualquiera de ellas podrá demandar jurisdiccionalmente. Al respecto, debo decir que yo 
soy muy partidario del arbitraje, pues mediante su uso es mucho más factible destrabar situaciones que 
a través de la habilitación de la vía judicial que, desde el punto de vista de la discusión de los derechos, 
puede ser interminable. Entonces, para facilitar estos temas, pregunto si no sería posible establecer un 
mecanismo de arbitraje que ya se utilice en algunos convenios u otros que puedan existir por la propia 
disposición de la ley. 


El otro riesgo que advierto es el que tiene que ver con la cesión y subcontratación. Pienso 
que en estos temas hay que ser muy restrictivos, pues no se puede estar haciendo un contrato con 
Juan y estar buscando que dicho contrato siga con Pedro. Digo esto porque hay experiencias 
internacionales muy importantes en este sentido y, al respecto, podemos citar por ejemplo la de la 
construcción de la Represa de Itaipú para visualizar un poco el funcionamiento de estos sistemas. 


En definitiva, quisiera saber cómo percibe este punto el Poder Ejecutivo y qué opinión tiene en 
cuanto al tema del arbitraje, ya que la vía judicial es absolutamente interminable. Además, en lo que 
tiene que ver con la cesión y la contratación, me gustaría conocer qué precauciones, pensamientos o 
reflexiones le produce esto, dada la sensibilidad que hay sobre este tema. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El espíritu del proyecto de ley, tal como nosotros lo pensamos, coincide 
con lo que manifiesta el señor Senador en cuanto a que el mecanismo de arbitraje es idóneo y al 
primero al que debe recurrirse a los efectos de minimizar los costos de transacción, los incentivos 


perversos vinculados a la solución de controversias en este tipo de contratos y los comportamientos 
oportunistas al respecto. Toda la experiencia a nivel internacional trata de que se establezca un 
mecanismo vinculado al arbitraje con solución experta y técnica previamente a recurrir a los 
mecanismos judiciales que, muchas veces, desincentivan o generan comportamientos que hacen que 
los resultados de la negociación sean complicados. Incluso, del lado de la Administración Pública, que 
tiene el deber y la obligación de controlar el seguimiento de contratos de largo plazo, cuando el 
procedimiento judicial es el único previsto para la realización del contrato, inhibe y perjudica la 
actuación del funcionario público en el seguimiento de los temas porque le genera amenazas, en 
general, no deseadas. En este sentido, recuerdo haber participado a nivel internacional de procesos de 
renegociación de contratos de largo plazo que en ocasiones establecían reducción de tarifas o mejoras 
en las condiciones para la Administración, pero llevado a instancias judiciales, los propios funcionarios 
que renegociaban se veían perjudicados por el tema. Nosotros tratamos de establecer un mecanismo 
de solución de controversias que se basara en el arbitraje, y así está establecido en el artículo 54. 
Como el arbitraje, en general, prevé un mecanismo procedimental de diversas instancias, estamos 
previendo, básicamente, que la propia reglamentación de la ley establezca cuáles son los mecanismos. 
Eso sí, preferimos la solución de controversias mediante el mecanismo del arbitraje y la participación 
técnica, tratando que los mecanismos jurídicos tradicionales del Poder Judicial se utilicen como última 
instancia en el contrato. 


SEÑOR ABREU.- ¿Qué sucede con el inciso final del artículo 49? 
SEÑOR SUBSECRETARIO.- No me queda claro. 


SEÑOR MICHELINI.- Deseo consultar acerca del marco institucional de los artículos 7* y 14 porque allí 
se le otorgan las competencias a la Corporación, se crea un Registro de Proyecto de Participación 
Público-Privada y también se determina la creación de las comisiones técnicas cuando se realicen los 
llamados del contrato público y privado. Por ende, me da la sensación que este proyecto de ley, que no 
inhibe ninguna otra contratación, es como instaurar una nueva carretera más directa. Las personas 
pueden ir por los caminos anteriores o tomar este, por el que pueden transitar a mayor velocidad, pero 
que tiene sus reglas. Ahora bien; la sensación que tengo es que si no existe una especialización, esas 
Comisiones Técnicas -artículo 8”- pueden estar muy poco especializadas. Me parece que la 
Corporación o la Unidad de Proyecto de Participación Público-Privada -cada una con sus potestades- 
van a tener esto mucho mas aceitado si esas Comisiones se especializan. Me da la sensación de que, 
al no obligar a cada sector de la Administración a ir por la Corporación, estamos corriendo el riesgo -no 
sé si lo pueden apreciar; quizás se pueda solucionar- de que se inserte en este nuevo marco sin todos 
los recaudos, sin la especialización, sin el metier necesario, lo que podría traer aparejadas algunas 
frustraciones, como las que mencionaba el señor Ministro. Me parece que aquí hay un marco que tiene 
resguardos de todo tipo; quien no entienda y no esté especializado en el marco, podrá tener 
problemas. Es posible que esto se pueda solucionar, o quizás no; no sé si tuvieron en cuenta esos 
riesgos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Es un buen punto que también tiene que ver con la forma en que se 
diseña un proyecto y los equilibrios que deben existir entre objetivos diversos. Por un lado, se 
necesitan capacidades especializadas específicas para diseñar este tipo de proyectos, porque son 
nuevos y poseen características que hoy no están disponibles a nivel de la Administración; por otro, ni 
siquiera en los países con Estados y recursos más grandes que el nuestro -aún aquellos que tienen las 
mejores prácticas, como México o Brasil- parece conveniente generar capacidades específicas en cada 
uno de los Ministerios sectoriales, sino que se poseen unidades especializadas que actúan en forma 
transversal. 


A su vez, tampoco es eficiente que en esas unidades especializadas se desarrollen 
capacidades sectoriales como, por ejemplo, que se cuente con ingenieros viales o especialistas en la 
seguridad de cárceles; esas capacidades están en los Ministerios sectoriales y deben utilizarse allí. 


Por lo tanto, en el diseño de los proyectos deben trabajar en forma conjunta las capacidades 
centrales con las capacidades sectoriales de cada rama de la Administración Pública que lleve 
adelante este tipo de proyectos. Esta es la forma en que nos imaginamos debe funcionar este proyecto 
de ley. La Administración Pública sectorial, que no cuenta con las capacidades para instrumentar un 
proyecto, debe acudir a quien las tiene, que en este caso es la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, pero no está obligada a hacerlo. Eventualmente, la Administración Pública, por ejemplo el 
Ministerio de Salud Pública, podría pensar en diseñar, en el marco de esta ley, un hospital mediante un 
contrato de asociación público-privada donde se transfieren al privado los riesgos de financiamiento, 


diseño, construcción y operación de la hotelería de ese hospital, que tiene componentes financieros y 
técnicos muy específicos y va a ser muy difícil que lo lleve adelante en forma voluntaria. Ahora bien, el 
Ministerio no está obligado a recurrir a nadie para hacerlo. 


Este es un proceso, no diría complejo, pero sí que exige determinados pasos previos, y si no 
se hace con el debido asesoramiento especializado, no se puede llevar adelante. Pensamos que como 
los Ministerios o la Administración Pública sectorial pueden identificar proyectos que se puedan llevar 
adelante por este mecanismo, y de esa manera pueden liberar sus recursos presupuestales para otras 
prioridades de su plan de inversiones, van a tener el incentivo de recurrir al ámbito especializado que, 
en este caso, es la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR MINISTRO.- Si bien, tal cual está diseñado el marco institucional, se corre un riesgo porque no 
se obliga a pasar por una agencia especializada, recordemos que se prevé la intervención del 
Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que son instancias 
en las que se trata de abordar y considerar los posibles problemas de diseño de estos proyectos. 


El marco institucional requiere de estas comisiones asesoras -y a estas les ofrecemos la 
posibilidad de contar con unidades especializadas- pero recordemos que en el medio, entre la 
institución que quiere llevar adelante el proyecto, la fuerza implementadora y las capacidades que 
posee la Corporación Nacional para el Desarrollo, hay dos instancias públicas relevantes -una en el 
Ministerio de Economía y Finanzas y, otra, en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- que van a 
servir para informar a quienes quieren llevar el proyecto adelante respecto de las debilidades que tiene 
la estructura que se propone. De esta forma se genera un equilibrio. 


Creemos que sacar completamente del medio el papel que cumplen estas comisiones 
asesoras sería muy difícil desde el punto de vista de la eficiencia con la que se lleva adelante la tarea, 
por cuanto se estarían centralizando capacidades -como dijo el señor Subsecretario- que aparejarían 
ineficiencias de otra naturaleza por la simple ociosidad a la cual podría estar sometida una parte de 
esas estructuras. En función de que uno no sabe con qué asiduidad se van a necesitar capacidades 
para entender sobre negocios viales, portuarios, de salud, de cárceles, etcétera, se podría terminar 
generando una estructura que prevé y soluciona el problema, pero lo hace a un costo de eficiencia 
gubernamental que luego será trasladado a los proyectos y a su calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podría decirse que en el tema de los contratos particulares en los que 
intervienen unidades especializadas y en los que existe un novedoso reparto de riesgo entre el Estado 
y el contratista privado, estamos incursionando en un aprendizaje. 


Dado que el señor Ministro señaló que no hay prioridades, mi pregunta va en el sentido de 
saber si se ha establecido cuál será el punto de partida de este aprendizaje. 


SEÑOR MINISTRO.- Consideramos que tendremos que hacer un balance, de forma tal de aprovechar 
capacidades y experiencias ya gestadas. Este es un campo propicio para el sector vial, pues en esa 
materia hay un conjunto acumulado de experiencias sobre contratos que pueden asimilarse o 
vincularse a este tema. No obstante ello, también deberemos incursionar en la complejidad de nuevos 
proyectos para no quedarnos solamente con lo conocido. Por lo tanto, me parece que ese proceso de 
aprendizaje estará tensionado por las urgencias de los nuevos proyectos. Incluso, me animo a decir 
que en lo que a proyectos de infraestructura refiere, incursionaremos en los temas carcelarios y de 
seguridad, porque constituyen una prioridad gubernamental. Hace más de un año que desde el 
Ministerio del Interior se viene trabajando y aprendiendo sobre estas experiencias, por lo que 
consideramos que este representará un ámbito relevante de aprendizaje. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Si bien en el sector vial y en el transporte en general es donde se 
encuentra la mayor masa crítica de recursos y donde existe una vasta experiencia en la estructuración 
de proyectos, hay otros sectores de menores dimensiones que, por presentar muchas complejidades, 
requerirán de un gran esfuerzo. 


Claramente aquí podemos identificar dos áreas: dentro de los términos de volumen, cuantía 
e inversión, encontramos la parte vial y alguna otra de transporte; y dentro de los términos de 
proyectos más complejos y sofisticados, los vinculados a la seguridad. 


SEÑOR GALLINAL.- Reconozco que esta es la primera comparecencia de los representantes del 
equipo económico y del señor Ministro de Economía y Finanzas a este ámbito para abordar este tema. 
No es mi intención ser reiterativo ni pretendo obtener una respuesta en este momento -pues habrá 
otras instancias para profundizar al respecto- pero quiero decir que este proyecto de ley tiene la 
característica de contar con una predisposición favorable -si no me equivoco- de todos los sectores con 
representación parlamentaria, lo que no deja de ser interesante porque facilita enormemente, no solo 
su aprobación, sino su posterior aplicación. Todos consideramos que este es un instrumento que el 
país necesita para seguir desarrollándose. 


Por otra parte, también entiendo en qué se inspiraron el señor Ministro y el Poder Ejecutivo 
para incluir una referencia de esas características en cuanto al tema de los monopolios, al cual hice 
alusión. Tengo la impresión -por eso digo que lo podemos discutir en las próximas sesiones- de que el 
efecto que se logra es contrario al que se pretende, porque de alguna manera, si no se hubiera dicho 
nada, dentro de lo que establece la Constitución y la ley hay espacio para que empresas que tienen 
bajo su responsabilidad ámbitos de monopolio puedan acudir a esas normas, mientras que a la luz de 
la redacción de los artículos que se han incorporado, quedaría totalmente descartada esa posibilidad. 


Hace unos días mantuve una reunión con nuestro representante en el Directorio de OSE, 
quien me transmitió las enormes limitaciones que en materia de inversión tiene el Ente para llevar el 
saneamiento a varios departamentos del interior del país. Todos sabemos la enorme importancia que 
tiene el saneamiento en la calidad de vida. Por tanto, me parece que deberíamos abrirnos a la 
posibilidad de darle a este tema una redacción más adecuada. Simplemente quiero dejar planteado lo 
siguiente: a mi juicio la redacción que se le ha dado a ese tema excluye toda posibilidad de aplicación 
de este instrumento. Es más, a través de la definición del artículo 2%, en realidad se innovan y se 
mejoran instrumentos ya existentes. 


Reitero: simplemente quería manifestar estas reflexiones y, más allá de respetar las 
definiciones que ya están consagradas en nuestro Derecho Positivo y Constitucional -nadie pretende 
discutirlas en oportunidad de este proyecto de ley, porque no es esta la ocasión- creo que deberíamos 
ver si podemos salvaguardar las posibilidades de acción de estas empresas del Estado, porque 
muchas de ellas tienen necesidades imperiosas que debemos contemplar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera hacer un breve comentario con respecto a la observación que hacía el 
señor Senador Gallinal. 


Nosotros, como parte del Poder Ejecutivo, podemos decir que somos finalistas en este 
sentido. Nos interesa mantener un acuerdo muy general sobre el proyecto de ley y una rápida 
disposición del instrumento que se crea. Si se llegara a un acuerdo sobre una formulación alternativa a 
lo que proponemos, preservando lo que se quiere preservar y atendiendo esas cuestiones, no 
tendríamos otra actitud que favorecerla y acompañarla. 


Se ha llegado hasta aquí por un camino de acuerdo. Sinceramente, señor Presidente, debo 
advertir que la intención es preservar ese camino alcanzado. Si se puede mejorar o facilitar algo en la 
iniciativa, me parece importante, pero quizás esos temas se pueden solucionar específicamente. Si se 
circunscriben al saneamiento, por ejemplo, quizás pueda implicar una normativa específica y bien 
trabajada sobre un tema del que desconocemos sus especificidades. Esta es una ley marco que 
difícilmente pueda entrar en detalles de ningún tipo de proyecto. 


Esa era la observación que quería formular. 
SEÑOR ABREU.- Aprovecho esta oportunidad para hacer un comentario a modo de reflexión. 


Alguna vez hemos conversado con el señor Presidente de la República acerca de una de las 
prioridades que tiene por delante, que es la construcción del puerto de aguas profundas. 
Consideramos que este es un tema de enorme importancia para el país, teniendo en cuenta los 
ingentes recursos que va a requerir. 


Quería plantear esta preocupación para saber cómo se puede analizar por parte del Poder 
Ejecutivo. No pretendo que se discuta ahora, pero sí transmitir esta inquietud, que tiene relación con la 
creación de la modalidad del contrato público-privado, pero también con otros Estados. 


Como también somos finalistas, consideramos que era importante comunicar esta 
preocupación, pues la intención es que podamos utilizar los mejores instrumentos para lograr estos 
objetivos que compartimos. 


SEÑOR AMORÍN.- Un ejemplo típico para el cual se puede utilizar este instrumento es la construcción 
de carreteras, que podrían ser pagadas parcialmente por un peaje y compensadas por el Estado. 
Oportunamente se lo remitiré al señor Ministro, pero supongo que ya conoce las discusiones 
extraordinarias que tuvimos acerca de la instalación de los peajes en las rutas del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros comenzamos a estudiar el proyecto a partir de esta instancia, pero 
tal vez, como es realmente complejo, podríamos solicitarle al Ministerio que en alguna de las 
reuniones, o a partir del jueves próximo -esto se resolverá en la Comisión- algún integrante del equipo 
económico concurra para evacuar las dudas que puedan surgir a medida que progresamos en el 
análisis. 


SEÑOR MINISTRO.- Quizás podríamos aportar de nuestra parte la misma solución que se usó en la 
Cámara de Diputados, que fue la presencia del Director General de Secretaría y de Alejandro Zavala. 
Ellos han seguido el proceso en todas sus instancias y nos parece que pueden acompañar el trabajo 
toda vez que los señores Senadores lo entiendan necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor Ministro. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 51 minutos) 
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